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 cambio  de  dichas  reglas  en  el  curso  de  su  aplicación  materializado el  fundamento  de  la 

 flexibilidad, 
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 El nuevo orden constitucional trajo consigo instituciones jurídicas novedosas, que al 

 ser  diseñadas  en  un  plano  deliberativo  democrático,  buscaban  permitir  un  acceso  más 

 amplio  y  ambicioso  a  un  marco  de  instrumentos  jurídicos  con  los  cuales  se  pretendía  poner 

 el  Estado  al  servicio  de  las  personas,  para  lograr  la  efectividad  de  los  mandatos  atinentes  a 

 los derechos fundamentales,  así  como a los derechos económicos, sociales y culturales. 

 Ello, debido a que la Constitución de 1886 había mostrado ser un instrumento 

 relativamente insuficiente para materializar derechos como la igualdad, la libertad de 

 pensamiento, el debido proceso, la libertad de expresión, entre otros. De esta manera 

 surgieron nuevas figuras tales como la Acción de Tutela, la Corte Constitucional, la 

 Defensoría del Pueblo, el Habeas Corpus, entre otras. 

 Todo  ello  con  el  ánimo  de  lograr  el  acceso  pleno  de  cualquier  persona,  en  igualdad 

 de  condiciones,  a  los  derechos  humanos  y  a  la  protección  del  Estado,  pues  se  comprendió 

 que  en  el  antiguo  orden  constitucional  dicha  aspiración  se  torna  de  difícil  realización  (U 

 primny & García, 2005). 

 Lo que vino luego de la promulgación de la Constitución Política de 199 l fue un 

 proceso de constitucionalización del derecho, en el que el sistema jurídico se adapta para dar 

 paso a los cambios introducidos por la nueva Carta Magna, de manera que aquellos 

 instrumentos legales que estuvieran en abierta contradicción con el nuevo orden debían ser 

 reformados o reemplazados por normas que estuvieran en consonancia con el nuevo modelo 

 de Estado, revestido de una lógica social, democrática e incluyente, para dar respuesta 

 oportuna a los sujetos de derechos que se encontraran siendo víctimas de limitaciones 

 arbitrarias e injustificadas en el ejercicio de sus derechos. Todo desde la óptica de la 

 Constitución como 
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 norma de normas, aplicable de manera directa y con plena obligatoriedad legal, tanto para 

 los particulares como para las instituciones del Estado. 

 Con todo ello, y a casi 30 años de su expedición, se hace patente que todavía queda 

 mucho camino por recorrer en la materialización plena de los derechos humanos, con alcance 

 universal, reconocidos por la Carta Magna. El paso dado a través de la Constitución se 

 ejecutó mediante mecanismos políticos, para repercutir en una dimensión jurídica, pero que 

 todavía  dista mucho de concretarse efectivamente en  el plano de la realidad. 

 Al haber promovido los cambios en el modelo de Estado para que este se reconociera 

 en una faceta Social, se abonó el contexto para que las transformaciones de la interpretación 

 y argumentación de los operadores jurídicos condujeran hacia la garantía de la 

 materialización de los derechos humanos, pnr sobre el formalismo legalista del modelo 

 constitucional anterior (Noguera & C riado, 2011). En tal sentido, se podría considerar que 

 hubo un avance formal en las reglas del juego con las que el Estado persigue los fines 

 consagrados constitucionalmente, como la Justicia, la Equidad, la Prosperidad, etc. 

 Pero, la tarea de ejecutar el pacto social escrito en 199 l para hacerlo realidad en 

 todos los rincones de la Nación ha sido un proceso lento, dificultado por las relaciones 

 económicas de acumulación, desigualdad y exclusión,  así  como también por las dificultades 

 de restablecer el orden público en las regiones periféricas donde gobiernan órdenes 

 guerreristas de facto que se lucran con la explotación ilegal de recursos naturales, con 

 actividades ilícitas, y con el despojo de sus habitantes (Gaviria et al, 2018). 
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 1.2  Corte Constitucional de Colombia 

 En cuanto a la guarda de la Constitución, se dio un giro en el sentido de crear un 

 tribunal autónomo, independiente y especializado, que tendría  como tarea ser el juez 

 constitucional encargado de depurar el contenido legal del sistema normativo para asegurar 

 que haya plena correspondencia de las leyes con la Constitución. Este tribunal ser  ía  la 

 garantía de que el legislador no tendría posibilidad de suplantar al constituyente mediante 

 la creación de nuevas leyes que desbordan el orden constitucional,  así  como también 

 robustecer la revisión de los contenidos expedidos durante los estados de excepción por el 

 ejecutivo, los cuales se habían vuelto tan comunes en las décadas precedentes a la nueva 

 Carta Magna. 

 Con el nuevo tribunal se eliminó la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

 Justicia, que ejercía un control a la promulgación de leyes con ánimo más formal que 

 material, y se instituyó además un órgano de revisión que ejerce cuando las decisiones 

 tomadas por los jueces de tutela requieren de una verificación necesaria para sentar 

 precedentes constitucionales que orienten discusiones similares en el futuro. 

 Este tribunal es la Corte Constitucional, y desde su creación ha tenido dentro de sus 

 funciones la difícil tarea de sentar jurisprudencia en materia de derechos fundamentales 

 por  vía  de la revisión de las decisiones de tutela que selecciona (Arango, 2004). A la fecha, 

 el contador de tutelar de la Corte Constitucional marca casi  8  millones de tutelas 

 presentadas desde que se creó el mecanismo, con lo cual  se  da una idea del grado de 

 vulneración que tienen los derechos fundamentales en nuestro país. 

 Para mayor información consultar  https://www.corteconstitucional.gov.co/lavarte/estadísticas.php 

http://www.corteconstitucional.gov.co/lavarte/estad%C3%ADsticas.php
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 La tutela puede poner en cuestión algunos principios fundamentales de las actuaciones 

 judiciales, como lo son la seguridad jurídica o la cosa juzgada (Hurtado, 2017). 

 Volviendo a poner la vista en el pnrt al de estadísticas de la Corte Constitucional, 

 evaluando los derechos más discutidos mediante la Acción de Tutela, entre enero de 2019 y 

 marzo de 2020 se presentaron  8  l 2mil acciones de tutela, de las cuales el 36% corresponde a 

 solicitudes de protección del derecho de petición, el 30% al derecho a la salud, el l l% al 

 debido proceso, el 6% al mínimo vital, el 3% a la seguridad social, el 3% a la ayuda 

 humanitaria, el 2°/c a la vida, el 2,5°/c a derecho a la estabilidad laboral reforzada o al 

 trabajo, y el l% a la reparación de víctimas del desplazamiento. Revisando cuáles de estos 

 son estrictamente derechos fundamentales se encuentra que solamente el derecho de 

 petición, el debido proceso y el derecho a la vida son fundamentales en el entendido de que 

 se encuentran consagrados expresamente en la parte dogmática de la Constitución. 

 1.5 Ministerio Público 

 Dentro de las nuevas figuras que trajo la Constitución de 199 l , estuvo además la 

 integración institucional del llamado Ministerio Público, el cual es un agregado de tres 

 entidades que, trabajando articuladamente mediante una clara delimitación de competencias y 

 jerarquías, tienen como función la guarda de los derechos fundamentales y de la moralidad 

 pública, mediante facultades de orden preventivo, de intervención procesal y de índole 

 disciplinaria. Si bien el Ministerio Público trae sus orígenes desde la primera mitad del siglo 

 XIX, había sido conformado tradicionalmente por la Procuraduría General de la Nación de un 

 lado, y las personerías locales en distritos y municipios. Es con la Constitución de 199 l que 

 se 

 Elaboración propia con datos del portal  https://www.corteconstitucional.gov.co/lacorte/estadísticas.php 

http://www.corteconstitucional.gov.co/lacorte/estad%C3%ADsticas.php
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 funcionarios municipales, hacer acompañamiento en procesos judiciales y policivos para 

 asegurar el respeto a las garantías constitucionales, etc. 
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 CAPÍTULO DOS 
 ESTADO DE  C  OSAS INCONSTITUCIONAL ECI 

 La construcción de la Institucionalidad orgánica y jurídica planteada deliberativa 

 mente por el constituyente demostró quedarse insuficiente a los pocos años de la creación de 

 la Constitución Política de 199 l . Como se verá, la acción de tutela se convirtió en el 

 mecanismo por excelencia para solicitar la protección a derechos fundamentales, pero en 

 ocasiones las decisiones judiciales contenidas en las sentencias de tutela encontraban 

 dificultades burocráticas, sociales, presupuestales, institucionales, legislativas, etc. que 

 impedían corregir la situación vulneradora de derechos que motivaba el ejercicio de la acción 

 inicialmente. 

 Los magistrados de la Corte Constitucional echaron mano de un importante 

 precedente histórico, en materia jurídico-procesal, aplicado por la Corte Suprema de los 

 Estados Unidos, en el marco de las reivindicaciones raciales y la lucha por el reconocimiento 

 de los derechos civiles. Así como la Corte Suprema norteamericana pudo nortear mediante 

 importantes precedentes jurisprudenciales la falta de mecanismos procesales para la defensa 

 de derechos consagrados en la Constitución de los Estados Unidos, dándole piso jurídico a 

 las demandas de reivindicación por los derechos a la igualdad y la inclusión de las 

 comunidades afroamericanas, en el mismo sentido la Corte Constitucional Colombiana tuvo 

 que exceder los alcances del mecanismo constitucional consagrado para la defensa de los 

 derechos fundamentales,  y  crear a través de su jurisprudencia  una herramienta que le 

 permitiría atacar las dificultades materiales por las cuales las decisiones de tutela resultaban 

 insuficientes para proteger derechos fundamentales en situaciones específicamente definidas. 

 Dicha herramienta es el reconocimiento y declaración de un Estado de Cosas 

 inconstitucionales ECI, con el cuál la Corte Constitucional da el tratamiento necesario a 

 situaciones problema que exceden el alcance de la acción de tutela, ya sea pnr el carácter 
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 masivo de la vulneración que da origen a la decisión judicial, o por la insuficiencia 

 material de una sencilla decisión de tutela para hacer frente a un contexto completamente 

 opuesto al estado ideal de cumplimiento del respeto de los derechos fundamentales, en el 

 que no solamente los particulares sino además las instituciones del Estado propician la 

 vulneración mediante prácticas dictadas por la costumbre o por contingencias no resueltas 

 oportunamente y normalizadas dentro de la sociedad. 

 2.1 Precedente norteamericano del ECI 

 Rastreando los comienzos de la figura del Estado de Cosas inconstitucional ECI es 

 necesario poner la vista en Estados Unidos, durante la década de los años 50. Para ese 

 momento existían en varios de los diferentes Estados de la Unión leyes segregacionistas que 

 establecen la obligatoriedad de separar los servicios ofrecidos para la población 

 afroamericana de los servicios ofrecidos para la población blanca. Ello aplicaba, por 

 ejemplo, para los servicios sanitarios, para el transporte público, para los establecimientos 

 penitenciarios, y especialmente para los servicios educativos, entre otros. 

 Debido a ello, para aquel momento, era común que se diera dentro de las ciudades una 

 separación física de las escuelas para hijos de familias afroamericanas respecto de las 

 escuelas para hijos de familias blancas. Y tal separación comportaba unas condiciones de 

 aislamiento según las cuales la favorabilidad para lograr la escogencia de un cupo escolar 

 estaba supeditada al origen racial, de modo que las familias blancas tenían asegurado cupo 

 para sus hijos en las escuelas cercanas a su vecindario, mientras que los estudiantes 

 afroamericanos debían desplazarse largas distancias a las escuelas focalizadas en las que se 

 impartía una educación diferente, específica y destinada para población afroamericana. Los 

 estudiantes afroamericanos sufrían además por lograr su inclusión al sistema educativo 

 debido a que eran 
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 una minoría en aumento demográfico, en ascenso en la escala social y aspirando 

 tímidamente a posicionarse dentro de la clase media, de manera que cuando la capacidad 

 educativa instalada resultaba insuficiente, era la población afroamericana la que sufría la 

 escasez de oferta educativa quedándose pnr fuera del sistema de escuelas públicas 

 (Ashenfelter et al, 2005). 

 En 1952 un grupo de familias afroamericanas residentes de la ciudad de Topeka, en 

 Kansas, consideraron injusta dicha situación y entablaron una acción grupal en contra del 

 Consejo de Educación de Topeka, en Kansas, solicit ando para sus hijos un acceso igualitario 

 a las escuelas cerca de su lugar de residencia, en las mismas condiciones que los estudiantes 

 blancos, pues la diferencia de condiciones de acceso se constituía en una discriminación 

 injustificada, de la cual se supone que estaban protegidos los ciudadanos norteamericanos en 

 virtud de la Catorceava Enmienda de 1868, mediante la que se institu yó la cláusula de igual 

 protección de la ley para todos los ciudadanos, luego de la guerra civil norteamericana que 

 puso fin a la esclavitud. 

 Esta demanda se sumaba a las tensiones que venían dándose en otros lugares del país 

 por situaciones similares. Desde 1941 en la ciudad de Washington D.C. la comunidad 

 afroamericana de padres de familia autodenominada Consolidated Parente Group venía 

 reclamando las mismas reivindicaciones, solicitando a la escuela pública Jhon Phillip Sousa 

 que permitiera el acceso de sus hijos, pero la escuela respondía negativamente en virtud de 

 las políticas de segregación racial vigentes en la épcica. 

 Ello  llevó  a  que  la  asociación  de  padres  también  entablará  una  demanda  en  1952,  en 

 el  mismo  sentido  que  las  familias  afroamericanas  de  Topeka,  solicitando  el  acceso  de  sus 

 hijos a escuelas tradicionalmente blancas. 
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 ambas en 1954, en las cuales se declaró que la segregación en las escuelas públicas 

 efectivamente era una violación a la Constitución, ya fuera pnrque desconocían la 

 igualdad 

 ante la ley declarada por la Catorceava Enmienda (caso Brown), o porque limitaban la 

 libertad (de elección de escuela) sin que hubiera un debido proceso del que surgiera dicha 

 limitación (caso Bolling). 

 Con tales precedentes  se  estableció la nulidad de la doctrina  Iguales pero Separados  , 

 dándose una situación de reconocimiento de la igualdad que tenía como base la 

 inconstitucionalidad de las leyes estatales que segregaba estudiantes escolares 

 afrodescendientes de los estudiantes blancos (Johnson, 2018). 

 A pesar de esta victoria, la exclusión en sentido material persistió para la gran 

 mayoría  de familias afrodescendientes, puesto que  la planificación de la expansión urbana se 

 dio en el sentido de ubicar a las familias blancas de clase media en lugares preferentes, 

 mientras que las comunidades negras se veían relegadas a los sectores más deprimidos en 

 materia de finca  raíz.  Aunque ya no era legal separar  estudiantes blancos de los negros en las 

 escuel as, la barrera se mantenía debido a que las comunidades negras se veían lcicalizadas 

 geográficamente en sectores puntuales, de modo que las escuelas cercanas a dichas 

 comunidades estaban dedicadas a población afrodescendiente, y las escuelas ubicadas en 

 sectores de población blanca se veían abocada solo por estudiantes de familias blancas. 

 En  consecuencia,  los  equipamientos  escolares  seguían  segregados,  con  el  agravante 

 de  que  la  financiación  pública  fluía  con  un  caudal  más  generoso  hacia  las  escuelas  de 

 estudiantes  blancos  que  hacia  las  escuelas  de  población  afrodescendiente  (Reardon  et  all, 

 2013). 
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 demandantes afroamericanos que deseaban que sus hijos fueran a escuelas en igualdad de 

 condiciones que los estudiantes blancos, concediendo protección a título individual y con 

 efecto inter partes, en el pronunciamiento de 1955 se llevó la protección mucho más lejos y 

 se dio la orden para que todos los casos que fueran llevados por las Cortes de los Distritos, 

 por las mismas reclamaciones, fueran decididos en favor de los afroamericanos. Se ordenó 

 además a todas las instituciones educativas del sistema público de escuelas tomar las 

 medidas necesarias para que se pusiera fin a la segregación racial, a la mayor velcicidad, y 

 así  se admitieran estudiantes blancos y negros sin  distinción, y se ordenó a las Cortes de 

 Distrito hacer seguimiento de las medidas tomadas pnr las escuelas pú blicas para cumplir 

 con la orden emanada de la Corte Suprema (Chen, 2006). 

 Es en este punto cuando la Corte, basada en un caso de vulneración de derechos 

 constitucionales, desbordó con los efectos de su decisión el plano meramente individual de la 

 restitución del derecho cu yo amparo se solicitaba, extendiendo con su mandato la protección 

 a trxla la población afroamericana mediante órdenes expresas y concretas para que las 

 autoridades involucradas (Cortes de Distrito y escuelas públicas) se pusieran a la tarea de 

 desmontar la práctica institucional de la segregación. 

 Este precedente demostró que para la Corte Suprema, la situación sistemática y 

 colectiva de vulneración de derechos era un estado de desprotección constitucional tan 

 flagrante, que a pesar de que las acciones instauradas inicialmente para llevar el debate a 

 instancias judiciales carecían formalmente de un alcance inter comunis en los efectos 

 previstos de la decisión final, resultaba necesario proponer una estrategia de respuesta 

 institucional desde lo judicial, ante la ausencia de políticas públicas de inclusión 

 provenientes de los gobiernos locales de los estados o del ejecutivo federado, para poner fin 

 a una situación 
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 su derecho a elegir la escuela de su preferencia, integrarse en las escuelas de blancos. Por tal 

 razón, decidió desestimar la denuncia de los accionistas. 

 La Corte Suprema reversó la decisión de la Corte del Distrito, reafirmando la 

 obligación de las autoridades escolares por implementar mecanismos efectivos, de acción 

 positiva pnr oposición a la pasividad negativa mostrada por las escuel as hasta ese momento, 

 con los cuales se pudiera permitir efectivamente el acceso de los estudiantes afroamericanos 

 a las escuelas tradicionalmente compuestas por población blanca. 

 En tal sentido, ordenó que le fuera proveído el transporte necesario a los estudiantes 

 afrodescendientes por parte de las escuelas de composición tradicional blanca, para que 

 dichos estudiantes pudieran finalmente superar las barreras geográficas y económicas que les 

 mantenía confinados en escuelas focalizadas propias de comunidades negras, y  así  comenzó 

 el sistema de transporte escolar a vincular a los estudiantes sin distinción de su origen racial, 

 para dar paso a una integración efectiva que permitiera a los estudiantes afroamericanos 

 poder asistir a las escuel as de comunidades blancas, en igualdad de condiciones, lo que elevó 

 los índices de mezcla de poblaciones escolares pnr origen racial en las escuelas, y disminuyó 

 drásticamente la homogeneidad racial en las escuelas. 

 Además de ello, se ordenó a las Cortes de Distrito a hacer seguimiento detallado a 

 aquellas escuelas que mantuvieran cierto índice de  mayoría  racial, tanto blanca como negra, 

 para corroborar que dicha situación fuera ocasionada como resultado no planeado a partir de 

 una falta de demanda diversa por parte de los estudiantes y sus familias, y no por la adopción 

 de prácticas premeditadas dirigidas a eludir los mandatos de integración racial de las 

 comunidades afrodescendientes (Ashenfelter et al, 2005). 
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 fundamentales. El primero de los efectos, más de tipo formal, consiste en la declaración 

 judicial de la Corte en la que expresamente indica la existencia de un estado de cosas 

 contrarias  a la constitucion, que se decantó hasta llamarse propiamente Estado de Cosas 

 inconstitucionales. Y además, no solamente se hacen las consideraciones respectivas en el 

 cuerpo de la sentencia para indicar la existencia de la situación vulneradora de derechos 

 fundamentales a escala colectiva y de frecuencia habitual, sino que se incluye en el acápite 

 de la decisión un numeral para indicar expresamente dicha declaración, dejando puesto el 

 carácter de la gravedad de la situación que debe remediarse. 

 El segundo efecto consiste propiamente en el 11 amado vinculante y obligatorio que 

 hace la Corte a cada una de las autoridades pú blicas de las que depende contribuir para la 

 solución del ECI, indicando específicamente cuál debe ser el rumbo a seguir,  o  incluso las 

 acciones específicas que se deben ejecutar, para que en cumplimiento de la sentencia de 

 revisión de tutela se pueda materializar el remedio administrativo necesario con el cual, 

 además, se pueda evitar la congestión judicial pnr causa de las eventuales acciones de tutela 

 que se generarían ante la continuada inacción del órgano administrativo convocado por la 

 Corte. Además de ello, se tiene en cuenta que las acciones de tutela, objeto de la revisión, se 

 decidieron normalmente en aquellos casos en los que no operó la carencia actual de objeto, 

 con la nota diferenciadora de que la Corte Constitucional desborda el campo de protección 

 individual rogado por el accionante, incluyendo autoridades que inicialmente no eran 

 contempladas por la tutela original y ordenando acciones que sobrepasan lo que se pedía 

 concretamente por los tutelantes (Cortés, 20 1 2). 

 Con el desarrollo inicial planteado por la Corte, dadas las primeras sentencias 

 declaratorias de ECI, pudo haberse considerado que bastaba con el cumplimiento de las 
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 Constitucional, T025 de 2004). 

 A partir de ese momento, la Corte revisaría en adelante el cumplimiento de los 

 requisitos formulados detalladamente en la sentencia T025 de 2004 para verificar la 

 existencia de un ECI, con una definición más rigurosa y detallada de lo que se planteó 

 inicialmente entre 1997 hasta el año 2004. Estos criterios de aplicación serían reiterados 

 posteriormente, entre otras, en la sentencia T648 de 20 13, en la que se exponen los criterios 

 de distinción para tutelar de baja complejidad, de media complejidad, y las de alta 

 complejidad, siendo éstas últimas las que devienen justamente en declaratorias de ECls según 

 lo sostenido por la Corte en dicho pronunciamiento. 

 Por la forma como se presenta la diferenciación hecha por la Corte, se tiene que la 

 tutela de baja complejidad es aquella en la que la vulneración es concreta, individual, y puede 

 ser resuelta con una orden directa del juez de tutela, de manera que no hay necesidad de 

 mayor discusión para poder definir el remedio que restitu ya la garantía de defensa del 

 derecho fundamental que está siendo vulnerado. En este caso, los efectos son inter partes 

 solamente. En la tutela de mediana complejidad, es necesario sobrepasar el alcance de las 

 autoridades acci onadas pues se observa que la vulneración de derechos fundamentales es 

 masiva, sistémica, grax'e, de mcdo que su naturaleza obliga a convocar a más autoridades de 

 las que el acci onante inclu ye en la tutela. 

 En estos casos la Corte no escatima en dar las órdenes necesarias y expresas para que 

 mediante la acción coordinada de las entidades involucradas y la apropiación pl anificada de 

 recursos suficientes en el presupuesto público se pueda solucionar la vulneración acusada, y 



 3 



 5 

 2 



 51 

 Aun  así,  la Corte Constitucional se apartó del concepto  proveído por Dejusticia, 

 absteniéndose de declarar el ECI, pues en su criterio se habían dado a la fecha avances claros 

 en la materia dirigidos a lograr la protección de los derechos fundamentales invocados, 

 siendo esto una razón suficiente para considerar no procedente la declaratoria del ECI, 

 aunque  sí  amparar los derechos invocados por la tutelante. 

 La Corte resaltó el proceso de visibilización de las víctimas dado mediante 

 instrumentos jurídicos como el auto A 200 de 2007 y la sentencia T 496 de 2008, con los 

 cuales se hicieron ajustes a los programas de protección en cabeza del Ministerio del 

 Interior, y la Ley 1448 de 20 l l , por la cual se dictaron medidas de atención, asistencia y 

 reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno. 

 Con este panorama, se observa que la declaración del ECI se hizo bastante más 

 infrecuente de lo que había sido en su primera fase, pues al estar definidos con mayor rigor 

 los requisitos para su procedencia, la flexibilidad inicial que tuvo la figura en sus primeros 

 años se fue transformando para dar lugar a una procedibilidad más rígida y más estricta. 

 Mientras que tan solo en el año 1998 se decretaron 7 estados de cosas inconstitucionales 

 diferentes, luego de la sentencia T 025 de 2004 solamente se han declarado 3 nuevos estados 

 de cosas inconstitucionales. La mención de estos últimos ECI ofrece una mirada del rigor 

 con el que ahora se considera la aplicación del mecanismo, pues la Corte ya no considera tan 

 flexiblemente la excepcionalidad del instrumento que ella misma creó, en comparación con 

 la práctica judicial que tuvo durante finales de los años 90. 

 Mediante el Auto A1 10 de 2013 se declaró el ECI en materia del derecho de petición 

 a los afiliados del Instituto de Seguros Sociales por las demoras en las respuestas a solicitud 

 de reconocimiento de pensión y corrección de historias laborales, ya que para la época el ISS 

 se 
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 encontraba en liquidación y haciendo el paso de las historias pensionales a Colpensiones, por 

 lo cual acudió a la Corte Constitucional para evidenciar su incapacidad administrativa para 

 dar respuesta a las peticiones acumuladas que se presentaron cuando se ordenó la liquidación 

 de la entidad. Esta declaración de ECI fue dada no propiamente mediante sentencia, sino a 

 través de auto pues los directivos de Colpensiones solicitaron medidas cautelares en el 

 proceso de revisión de tutelas contra el ISS que la Corte había seleccionado. 

 Debido a que la imposibilidad técnica, económica y logística de la entidad estaba ad 

 portas de derivarse en una ineludible acción sancionatoria en contra de los funcionarios 

 titulares de la entidad por desacato de sentencias de tutela falladas en contra del ISS, aún a 

 pesar de encontrarse en condiciones de no poder cumplir dentro de los plazos legales 

 establecidos, los funcionarios decidieron solicitar a la Corte que les asegurada un tiempo 

 razonable para resolver las solicitudes sin que se generarán sanciones por desacato de los 

 plazos del derecho de petición tutelado. 

 La Corte decidió mediante dicho auto de junio de 2013, entre otras cosas, que habría 

 plazo hasta el 31 de diciembre de ese año para resolver las peticiones sin que se generarán 

 incidentes de desacato en contra de los funcionarios de la entidad. En esta declaratoria los 

 convocados por la Corte fueron el ISS en liquidación, los liquidadores, la Defensoría del 

 Pueblo y la Procuraduría, para hacer el seguimiento correspondiente y necesario al plan de 

 acción propuesto para resolver el atraso de las solicitudes represadas. 

 A través de la sentencia T 388 de 2013 se declaró un nuevo ECI en materia de 

 población carcelaria, que se planteó por la Corte en el entendido de que el ECI declarado en 

 la sentencia T 153 de 1998 había sido atendido por las autoridades convocadas en aquel 

 entonces, mostrando una mejoría en la situación de vulneración de los derechos 
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 hecho, y como un mecanismo procesal, los cuales se relacionan a través de un acto judicial 

 de la Corte Constitucional de declaración expresa en la parte resolutiva de sus 

 pronunciamientos. 

 Una nota particular de las sentencias T 302 de 2017 y T 388 de 2013, es la inclusión de 

 un enfoque que no había estado presente en declaraciones anteriores del ECI, pero que pnr la 

 necesidad de un fundamento suficientemente detallado y minucioso en las órdenes 

 impartidas, cuando se desbordan los efectos de una tutela de baja y/o de mediana 

 complejidad, muy probablemente seguirá estando en las siguientes declaratorias que haga la 

 Corte de ECls en el futuro. Dicho enfoque consiste en la definición precisa y concreta de los 

 objetivos a lograrse con el cumplimiento de las órdenes impartidas por la sentencia, para 

 poder avanzar en la dirección de superación de las situaciones que constituyen el ECI. 

 Tales objetivos se establecen estructurados mediante indicadores que pueden ser 

 verificables, medibles, y evaluables en conjunto. De esta manera se construye una hoja de 

 ruta que orienta más claramente a las entidades vinculadas en el cumplimiento de las órdenes 

 que imparte la Corte en la declaratoria del ECI, y permite un instrumento de fácil verificación 

 por parte de la Corte cuando se vuelven a presentar acciones de tutela instauradas por las 

 personas afectadas por la situación constitutiva del ECI, cuando tales personas consideran 

 que no evidencian ninguna mejora significativa en la situación de sus derechos vulnerados 

 con posterioridad a la declaratoria del ECI por parte de la Corte. 

 Los indicadores, de acuerdo con la Corte, pueden ser de estructura, para evaluar si la 

 institucionalidad cuenta con los organismos y recursos necesarios y suficientes para cumplir 

 las funciones asignadas; de proceso, para evaluar si la ejecución se hace respetando 

 parámetros procedimentales como la participación, la transparencia, la cobertura, la 

 extensión en el tiempo, etc; y de resultado, mediante los cuales  se  verifica la efectividad con 

 la cual  se 



 están cumpliendo las órdenes impartidas a través de mediciones que permitan concluir que 

 efectivamente las vulneraciones de derechos están disminuyendo. Estos indicadores han sido 

 incorporados por la Corte Constitucional basándose en los  Lineamientos  para la elaboración 

 promulgados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el año 2008, para la 

 evaluación del cumplimiento que de sus decisiones hacen los Estados firmantes de la 

 Convención Americana de los Derechos Humanos, en lo atinente a los Derechos 

 Económicos, Sociales y Culturales del Protocolo de San Salvador. 

 Mientras que en la sentencia T 388 de 2013 la Corte ordena al Gobierno Nacional que 

 genere y defina los indicadores del goce efectivo de los derechos, dejando libertad de 

 maniobra y de definición al Gobierno para que con los indicadores que proponga pueda 

 orientar sus informes a la Corte, en la sentencia T 302 de 2017 se avanza un paso más allá, 

 pues es la misma Corte la que propone tanto los objetivos como los indicadores que podrían 

 facilitar su seguimiento y evidenciar su cumplimiento, y deja a juicio de las entidades 

 ordenadas la inclusión de objetivos e indicadores adicionales. 
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 CAPÍTULO 3 
 ESTADO DE  C  OSAS INCONSTITUCIONAL EN MATERIA DE PROTECCIÓN 

 A LÍDERES AMBIENTALES. 
 De acuerdo con la coyuntura en materia de conflictos ambientales, a nivel global se 

 observa que la extracción de recursos naturales para el sostenimiento del modo de vida 

 capitalista industrial ha devenido en una competencia feroz por lograr el acceso a las mejores 

 fuentes de recursos disponibles, al menor precio, con la nota determinante puesta por el 

 desarrollo acelerado de nuevas tecnologías, que a su vez demandan materiales cada vez más 

 raros y difíciles de extraer. 

 El crecimiento de la población mundial, por su parte, constituye un consumo de 

 energía contra los ecosistemas que cada vez es mayor, lo cual genera una huella ambiental 

 creciente que  se  expande permanentemente poniendo  en riesgo las fuentes energéticas 

 actualmente existentes, y sentando el reto de desarrollar nuevas formas de generación, 

 conversión y aprovechamiento energético. Lo cual necesariamente conlleva a realizar 

 transformaciones e intervenciones en los ecosistemas, afectando los equilibrios naturales y 

 poniendo en riesgo la sostenibilidad del conjunto en general (Pérez, 2014). 

 La afectación que se genera, con tales situaciones, atraviesa distintas relaciones entre 

 los seres vivos que habitan los ecosistemas,  así  como  también ha mostrado tener incidencia 

 en las condiciones generales que regulan la vida a nivel global, tales como la temperatura, el 

 clima, las estaciones, el nivel de oxígeno en el aire, etc. Por esta razón se ha encontrado 

 necesario tender acuerdos entre los países para acordar reglas claras y universales que regulen 

 las relaciones de explotación sobre el medio ambiente, para propiciar estrategias de 

 afectación física que sean lo menos lesivas posible con el planeta, consensuadas y aceptadas a 

 nivel internacional, para lograr un consumo de recursos que pueda llegar a ser sustentable y 
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 e indirectas de sus derechos fundamentales como consecuencia de las intervenciones 

 invasivas que son necesarias en los diferentes ecosistemas para poder explotar los. Tales 

 intervenciones, además, son causadas por actores económicos legales e ilegales, con gran 

 poder de imposición física sobre las comunidades y los territorios. 

 Dichos actores normalmente cuentan con una institucionalidad coactiva que se 

 alimenta de las rentas generadas por la explotación, y se apoyan en mecanismos de uso de la 

 fuerza para lograr su establecimiento con miras a la extracción y/o la explotación (Negret et 

 al, 2017). 

 Tal es el contexto en el que se encuentran numerosas poblaciones en Colombia, en las 

 cuales los modelos de desarrollo económico están basados en la explotación primaria de 

 recursos naturales, sin ninguna iniciativa de generación de valor agregado. Las comunidades 

 suelen recibir recursos como producto de la explotación en sus veredas y municipios, a 

 través del mecanismo de las regalías para la financiación directa de proyectos que mejoren la 

 calidad de vida de los habitantes. 

 Pero las tensiones y los conflictos son constantes, además por la condición misma de 

 los habitantes en cada uno de los lugares donde ocurren dichos conflictos, pues en Colombia 

 las comunidades indígenas y afrodescendientes  cuentan con respeto constitucional como 

 sujetos colectivos de derechos, quienes deben ser consultados previamente a cada una de las 

 intervenciones que pueda afectar no solamente el territorio sino también sus formas de vida 

 (Cabrera & Fierro, 2013). 

 Dado el caldo de cultivo para la proliferación de conflictos de índole ambiental, resulta 

 habitual que dentro de las comunidades surjan liderazgos en representación de los miembros 
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 armados ilegales, y en muchas ocasiones, sufren además el desamparo de un Estado distante 

 que no prioriza a los asesinatos de líderes sociales en general (Borrás, 2013), sino que los 

 trivializa como un tema coyuntural menor de orden público. 

 Como muestra, están las tristemente célebres declaraciones de importantes 

 funcionarios del Estado, sugiriendo que el asesinato de líderes ocurría por “líos de faldas”, o 

 que no tienen ninguna sistematicidad para considerarlos una vulneración masiva en razón del 

 liderazgo que ejercían (Ball et al, 2018). Y, aunque no se relaciona directamente, también 

 alguien llegó a decir que los problemas de seguridad reportados en una región apartada 

 afectada por el conflicto se debían al hurto de ropa colgada en los tendederos. 

 Estas manifestaciones evidencian la desatención y la falta de importancia con la que 

 se aborda el tema desde las altas esferas del Gobierno Nacional, a partir de lo cual se dable 

 concluir que no hay priorización, no hay comprensión de la magnitud del problema, y en 

 consecuencia no hay plan de acción focalizado en la problemática puntual que permita dirigir 

 los esfuerzos a la prevención y castigo de las vulneraciones de derechos contra los líderes 

 ambientales. 

 La alarma puesta por Global Witness con su informe (2020), desafortunadamente, no 

 es nueva, sino que se enmarca tristemente en una serie de informes anuales en los que 

 Colombia siempre ha tenido un vergonzoso protagonismo, con la diferencia de que en años 

 anteriores Colombia no había ocupado el deshonroso primer lugar. Esto es un síntoma claro 

 de la desprotección que sufren los líderes ambientales en sus territorios, tanto por la omisión 

 del Estado en sus deberes de asegurar la vida  y  los derechos fundamentales, como por la 

 presencia de actores violentos y criminales que actúan con total control e impunidad en 

 zonas con predominio de conflictos ambientales y abandono estatal a la comunidad. 
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 De acuerdo con Global Witness, dentro de las graves falencias que acusan los Estados como 

 Colombia en la protección de líderes sociales, se encuentran el involucramiento directo de 

 agentes del estado en la violencia contra los Líderes Ambientales, el incumpli miento en la 

 identificación  y  castigo  de  los  agentes  violentos  contra  los  Líderes  Ambientales,  y  la 

 adopción  o  implementación  de  normas  que  obstaculizan  el  ejercicio  del  Defensor  Ambiental, 

 las  cuales  conducen  en  conjunto  a  la  constitución  de  una  omisión  de  protección  material 

 efectiva. 

 3.2 Instrumentos normativos ,jurídicos aplicables 

 Si bien la defensa que hacen los Líderes Ambientales está determinada por derechos 

 fundamentales y derechos ambientales contenidos en la Constitución Política de 199 l , la 

 especificidad del liderazgo que ellos desempeñan requiere de mecanismos específicos para 

 tratar de lograr una protección concreta al defensor como sujeto especial de derecho. 

 Actualmente no hay un reconocimiento normativo expreso en Colombia a las 

 particularidades funcionales de los Líderes Ambientales, sino que se les engloba 

 generalmente dentro del conjunto de los Defensores de Derechos Humanos, caracterizando a 

 los Líderes Ambientales como una especie dentro del género de los Defensores de Derechos 

 Humanos, a quienes se aplican los mecanismos mencionados a continuación. 

 La Declaración de los derechos de los Defensores de Derechos Humanos  DDDH  es 

 un instrumento aprobado pnr la Asamblea de las Naciones Unidas en el año 1998, en parte 

 como conmemoración de los 50 años de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

 Este instrumento, que no necesariamente resulta vinculante u obligatorio en términos 

 jurídicos, no crea nuevos derechos, sino que encamina los derechos contenidos en acuerdos 

 ya existentes, para enfocarlos en la perspectiva del Defensor de Derechos Humanos y darles 

 un sentido específico que permita el ejercicio de la defensa de los derechos fundamentales, 

 dando 



 garantías al defensor de poder contar con una dimensión de los derechos aplicada en función 

 de su labor como defensor. La Declaración  DDDH  concibe el deber de todas las personas de 

 instruir, divulgar, respetar, y defender los derechos humanos, sin que necesariamente el título 

 de Defensor requiera algún tipo de acreditación jurídica o burocrática. 

 Todos pueden ser Defensores de Derechos Humanos, y todos los derechos humanos 

 pueden aplicarse en función de permitir al defensor hacer su defensa. Se recalcan los deberes 

 de los Estados para permitir el ejercicio de la defensa de los derechos humanos, permitiendo 

 a los defensores el acceso a la información, a la financiación, a la reunión, a la formación, a 

 la protección, etc. para que estos puedan ejercer su labor. 

 El Decreto 158 l de 2017, por el cual  se  adopt a la Política Pública De Prevención De 

 Violaciones A Los Derechos A La Vida, Integridad, Libertad Y Seguridad De Personas, 

 Grupos Y Comunidades, es un instrumento del ordenamiento interno colombiano que definió 

 las pautas para proteger la vida de los colombianos, asignando funciones de prevención y 

 protección a las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio del interior, con un enfoque 

 territorial desde lo local. 

 La normativa tiene como objetivo prevenir ataques a la vida dentro de las 

 comunidades, y proponer estrategias de protección para garantizar derechos como la vida, la 

 integridad, la libertad y la seguridad. De allí se definió expresamente al Defensor de 

 Derechos Humanos como aquella persona que individualmente o en asociación con otras, 

 desarrolla actividades a favor del impulso, la promoción, el respeto, la protección y la 

 garantía efectiva de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, 

 ambientales y de las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional. 
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 sociales desde varios enfoques, entre los que resaltan el territorial, el de género, étnico, de 

 derechos, etc. El documento cierra haciendo la enunciación de las estrategias para lograr el 

 objetivo principal de proteger la vida en los territorios afectados por la violencia de actores 

 ilegales, sin profundizar detalladamente en aspectos como la financiación o los plazos 

 necesarios para lograr ello. 

 Finalmente, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 

 Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, 

 más  conocido como Acuerdo de Escazú, es un tratado  de protección ambiental  así  como de  derechos 

 humanos, firmado en Costa Rica en septiembre de 2018 por representantes de 33 países 

 latinoamericanos y del Caribe. 

 El Tratado contiene los deberes expresos de cada Estado parte para i) garantizar un entorno 

 seguro y propicio para la promoción y defensa de los derechos humanos en materia 

 ambiental, 

 ii) tomar las medidas adecuadas y efectivas para reconocer, proteger y promover todos los 

 derechos de los defensores de los derechos humanos en asuntos ambientales, y iii) tomar las 

 medidas apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, investigar y sancionar ataques, 

 amenazas o intimidaciones que los defensores de los derechos humanos en asuntos 

 ambientales puedan sufrir. 

 El pasado 4 de noviembre de 2020 se discutió en debate parlamentario la 

 incorporación del Acuerdo de Escazú al ordenamiento interno, ratificando la firma que hizo 

 del instrumento el Gobierno Nacional. Si bien la normatividad del acuerdo está dirigida 

 expresamente al libre acceso a la información en materia ambiental, y a la defensa de los 

 derechos de los Líderes Ambientales, hay temores en sectores parlamentarios afines al 

 Gobierno respecto a la compatibilidad de los deberes adquiridos en el tratado y el ejercicio 

 de 
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 la soberanía nacional en materia de protección del ambiente y los ecosistemas. Por tal 

 motivo, aunque el tratado fue firmado en septiembre de 2018, dos años después aún no ha 

 sido ratificado por el Estado colombiano, y ya se anunció por parte del Congreso de 

 Colombia la socialización previa y necesaria del acuerdo con las comunidades que podrían 

 verse eventualmente cobijadas pnr el instrumento, antes de ser debatido formalmente para su 

 aprobación mediante ley de la República. 

 3.3 Derechos afectados a los Líderes Ambientales 

 Tal corno está documentado pnr la organización no gubernamental Global Witness en 

 los informes anuales que produce, se observa que Colombia suele estar dentro de los 3 

 primeros y deshonrosos lugares de países donde más se asesinan a los Líderes Ambientales a 

 nivel mundial (ver tabla 1). Para efectos de evidenciar con datos estadísticos los atentados al 

 derecho a la vida de estos sujetos de derechos, se hace necesario acudir a fuentes externas e 

 independientes de los bancos de datos oficiales del Estado Colombiano, pues una de las 

 falencias de las que adolece la aproximación hecha al problema del asesinato de Líderes 

 Sciciales es que no hay cifras oficiales disponibles completas para consulta y descarga, en las 

 que se discriminen los asesinatos derivados del liderazgo ambiental respecto de otro tipn de 

 actividades encaminadas en el objetivo de los derechos humanos, para periodos antes del l de 

 abril de 2020. 

 Esta falta de datos concretos alerta además el vacío de información sobre el que se 

 anuncia a la sociedad la adopción de políticas y estrategias para solucionar el problema de 

 los Líderes Ambientales. 
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 Una discriminación de este tipo permitiría delimitar mejor el escenario de conflicto en 

 el que ocurren las agresiones a los Líderes Ambientales, para extraer información de los 

 agresores con base en los patrones que pudieran emerger, y con ello poder determinar el 

 origen de las agresiones y predecir la posible ocurrencia de estas, para poder intervenir de 

 manera exitosa y oportuna tal como se aspira y ordena en las políticas públicas asociadas, a 

 saber, la de Prevención de Agresiones a la Vida y la Integridad Personal, y la de Protección 

 de Líderes, Lideresas, Defensores de Derechos Humanos y Pericdistas. A la fecha, 

 Como nota desafortunada, en el informe del año 2020 se documentó la mayor cifra de 

 asesinatos en Colombia de los que se tiene registro pnr parte de la organización Global 

 Witness, ascendiendo a 64 defensores asesinados, lo cual representa un incremento alarmante 

 del 170°/c respecto al año inmediatamente anterior (ver gráfico 1), e igual desbalance en 

 comparación con el promedio document ado entre 20.1.2 y 20.19. El hecho de que se observe 

 un incremento tan alto es la muestra significativa de que las vulneraciones de derechos contra 

 los Líderes Ambientales están ocurriendo con mucha mayor frecuencia de lo habitual, y tal 

 escalada de violencia que se experimentó entre los años 20.19 y 2020 expone unas falencias 
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 estructurales en los resultados perseguidos por la Política Pública de Protección A La Vida y 

 La Integridad, contenida en el Decreto 158 l de 2017, y por la Comisión del Programa de Acción 

 Oportuna instituido en el Decreto 2137 de 2018. 

 El Estado está siendo incapaz de contener siquiera el aumento de los asesinatos, a pesar de 

 haberse constituido instrumentos legales con el objetivo de priorizar la prevención, y sanción, de 

 las agresiones a los derechos fundamentales de los Defensores de Derechos Humanos. 

 Si bien no hay datos específicos de otras vulneraciones de derechos humanos, es dable 

 considerar que en la misma proporción crecen también otras vulneraciones relacionadas con el 

 ejercicio de la defensa ambiental, con las cuales se busca entorpecer la labor de los líderes 

 ambientales y silenciar las denuncias que estos hacen respecto de las afectaciones a los 

 ecosistemas y las consecuencias negativas que estas tienen para sus comunidades. 

 En este sentido, las afectaciones que se espera que tengan un aumento similar, pero que no se 

 encuentran documentadas y publicadas pnr fuentes oficiales, son las amenazas e intimidaciones 

 dirigidas a vulnerar la libertad de opinión y expresión, la vulneración al 
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 parlamento a  raíz  del Acuerdo de Escazú, en el sentido  de postergar la aprobación del 

 tratado por considerarlo inconveniente desde la mirada de los partidos de gobierno, pudiera 

 considerarse incluso como una actitud de abandono de los deberes de prevención y 

 protección, teniendo en cuenta que el núcleo de dicho texto normativo se constituye no 

 solamente como un tratado ambiental, sino también como un tratado de derechos humanos, 

 con el que se podría dar herramientas al Estado colombiano para cumplir sus deberes, 

 mediante la cooperación multilateral con sus pares latinoamericanos y del Caribe. Por lo 

 anterior, se concluye que el Estado colombiano ha omitido de manera prolongada la 

 protección de estos derechos. 

 requisito se torna débil para el análisis de la procedibilidad, pues no se ha documentado el 

 entorpecimiento de acceso a las acciones judiciales y constitucionales puestas a disposición 

 de los Líderes Ambientales para poder amparar sus derechos, esto puede deberse a que la 

 mayoría  de personas afectadas por la violencia propia  de los conflictos ambientales se 

 encuentra en regiones apartadas de las grandes urbes, quedando fuera del espectro de 

 protección efectiva de las instituciones públicas del orden nacional pnr cuenta del abandono 

 estatal en el que se encuentran las regiones periféricas donde están los grandes centros de 

 extracción y explotación de recursos naturales. Por ello, aunque no puede considerarse que 

 haya un cumplimiento de este requisito, dentro de las particularidades de esta problemática se 

 puede encontrar una caracterización geográfica desfavorable para los Líderes Ambientales 

 por encontrarse en zonas apartadas con baja presencia institucional del Estado. 
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 necesarios para evitar la vulneración de derechos.  En este punto nuevamente cobra 

 importancia la demora en la ratificación del Acuerdo de Escazú, pues al incorporar deberes 

 expresos de i) garantizar un entorno seguro y propicio para la promoción y defensa de los 

 derechos humanos en materia ambiental, ii) tomar las medidas adecuadas y efectivas para 

 reconocer, proteger y promover todos los derechos de los defensores de los derechos 

 humanos en asuntos ambientales, y iii) tomar las medidas apropiadas, efectivas y oportunas 

 para prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas o intimidaciones que los defensores 

 de los derechos humanos en asuntos ambientales puedan sufrir, se comprende que dicho 

 tratado dotará a los Líderes Ambientales de un instrumento internacional que sería exigible al 

 Estado colombiano por ser un tratado de derechos humanos, el cuál integraría el bloque de 

 constitucionalidad y permitiría la exigencia de una tutela judicial especial a la medida de las 

 vulneraciones que día a día sufren los Líderes Ambientales en Colombia, con lo cual el 

 El  Estado  tendría  que  incorporar,  dentro  de  las  variables  sobre  las  que  planea  sus  estrategias 

 de  protección,  la  particularidad  de  los  conflictos  ambientales  en  los  que  se  enmarca  la 

 acción de los sujetos de derecho del tratado. 

 Además de ello, como se estudió, la expedición de las políticas públicas para la 

 protección de la vida  y  para la prevención de ataques  contra los Líderes Sr›ciales no han 

 tenido el efecto si quiera de editar el aumento vertiginoso de las vulneraciones del derecho a 

 la vida de los Líderes Ambientales, puesto que en la práctica, el momento en el que se 

 disparó la cifra de muertes de estos líderes result a ser posterior en el tiempo a la adopción de 

 tales instrumentos. 
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 El Ministerio Público  se  ha centrado en la generación  de alertas tempranas en los 

 territorios, que se alimentan de los reportes y de la información que envían los personeros 

 municipales, pero tales alertas no parecen ser atendidas por las autoridades en el territorio 

 pues la vulneración de derechos persiste. La recién creada Alta Consejería para los Derechos 

 Humanos y Asuntos Internacionales resalta por cumplir con la tarea de documentar mediante 

 informes semanales las estadísticas de asesinatos de líderes, desde mayo de 2020. En dichos 

 informes se hace la descripción de los asesinatos englobados siempre como una categoría 

 única de Líderes Sociales, indicando la ubicación geográfica de los siniestros y comparando 

 con cifras anteriores la evolución de la problemática. 

 Aunque oportuna, pues no había antecedentes de cifras actualizadas en tiempo real al 

 respecto, parece ser una gestión pasiva que no se muestra ágil y propositiva ante el 

 crecimiento de los asesinatos de Líderes Ambientales. 

 Ahora bien, la Ley 1955 por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 20 l  8- 

 2022 no menciona ninguna apropiación presupuestal enfocada específicamente a la defensa o 

 promoción de los derechos humanos,  así  como tampoco incluye mención del cumplimiento 

 de la defensa de los Líderes Sociales y los Defensores de Derechos Humanos, sino que dirige 

 la financiación a “Pactos” como la legalidad, la seguridad, la participación, etc, en los que se 

 entienden incluidos los deberes de promoción y protección de los derechos humanos, como 

 un efecto accesorio e indirecto que se logra como consecuencia de fortalecer otros frentes. 

 De ello se puede derivar la consideración de que el esfuerzo presupuestal puesto en la 

 protección expresa de los Líderes Ambientales es residual, sin notoriedad ni prioridad. El 

 esfuerzo presupuestal para poner en práctica las políticas de protección de la vida y la 

 prevención de ataques contra los Líderes Sociales y los Defensores de Derechos Humanos es 



 un esfuerzo disperso, que se diluye en distintas líneas de ejecución por las distintas 

 autoridades públicas que participan de las estrategias de protección de la vida de los Líderes 

 Ambientales, siendo la protección y promoción de sus derechos fundamentales una prioridad 

 coyuntura surgida de contingencias políticas temporales, que no fue tenido en cuenta como 

 un eje transversal entre las prioridades puestas en la hoja de ruta del ejecutivo al expedir el 

 Plan Nacional De Desarrollo que rige actualmente. 

 judicial.  Este requisito fue especialmente determinante en los ECI relativos a la Caja 

 Nacional de Previsión Social y a los derechos de la población desplazada. Considerando que 

 al año se instauran en promedio 400mil tutelar, mientras que la cifra de los Líderes 

 Ambientales asesinados anualmente no pasa del centenar, es difícil considerar que la atención 

 por  vía  de tutela pudiera ser masiva hasta el punto de contribuir a la congestión judicial. 

 Por ello, este requisito no estaría cumplido en el sentido en el que fue introducido 

 inicialmente. Sin embargo, como se mencionó al principio de esta caracterización, la 

 ausencia de alguno de los requisitos no es razón estrictamente determinante de la no 

 procedibilidad de la declaratoria de ECI, pues deben considerarse también las variables 

 particulares del problema. En este caso, las variables particulares revisten de una gravedad 

 mayúscula, pues el Estado está fallando gravemente en el deber de proteger la vida de los 

 Líderes Ambientales, y ningún derecho se puede ya ejercer cuando se pierde la vida misma 

 por la labor de protección del ambiente. 
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 y las denuncias de los Líderes Ambientales que claman por protección de su vida y 

 de su integridad personal. Dicho plan deberá incluir indicadores de proceso, de 

 estructura, y de resultado, que permita hacer un seguimiento del cumplimiento de los 

 objetivos del plan, evaluando el éxito o fracaso a medida que se va ejecutando. 

 Ordenar a las entidades de control y al Ministerio Público el seguimiento detallado 

 del rol que desempeñen los funcionarios públicos involucrados en la ejecución de los 

 planes y estrategias de protección a los Líderes Ambientales, pues errores u 

 omisiones relacionadas con tales funciones pueden dar lugar a la muerte de los 

 Líderes Ambientales. La gravedad del daño que se desea evitar debe ser motivo para 

 que el cumplimiento sea estricto y oportuno, pues se dirige a salvar vidas. 
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 Visto  el  sustento  institucional,  tanto  orgánico  como  jurídico,  que  da  lugar  a  la 

 figura  prcicesal  del  ECI;  visto  el  origen  de  la  figura  y  su  evolución  en  el  sistema  jurídico 

 interno;  y  vista  la  aplicación  al  problema  concreto  del  asesinato  de  Líderes  Ambientales, 

 se conclu ye: 

 La Constitución Política de 199 l contiene en su seno la base fundamental de las 

 instituciones y los mecanismos que el constituyente consideró necesarios y suficientes 

 para hacer cumplir la aspiración material de los derechos fundamentales. Sin 

 embargo, al demostrarse insuficiente, la Corte Constitucional fue un paso más allá, 

 creando mediante su jurisprudencia un mecanismo con el cual excede el alcance 

 normal de la acción de tutela, para poder corregir las situaciones contrarias a la 

 Constitución que generan vulneraciones masivas de derechos fundamentales. 

 La declaratoria de ECI por parte de la Corte Constitucional ha sido un mecanismo que 

 ha evolucionado para perfilarse como una herramienta excepcionalísima, con la que 

 se busca corregir ciertas situaciones de hecho que llevan a vulneraciones masivas de 

 derechos humanos, permitidas por la pasividad culposa del Estado en varios de sus 

 niveles. Este mecanismo, a su vez, ha sufrido una evolución con la que ha alcanzado 

 la forma que actualmente tiene, cuyos requisitos de procedibilidad han sido 

 desarrollados a partir de situaciones problema que no podían ser resueltas con los 

 mecanismos disponibles cuando se presentaron para su estudio ante la Corte 

 Constitucional. 

 La declaratoria de ECI, por su creación jurisprudencial, no es una pretensión que 

 directamente pueda ser solicitada por el tutelante y que defina la competencia y el 

 alcance de la decisión del juez constitucional de tutela de primera o segunda 

 instancia, sino que es un mecanismo facultativo del máximo tribunal constitucional, 

 que lo 
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